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SENTENCIA INTERI,OCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

ASUN'To

llecurso dc agravio constitucional i¡terpuesto por doña Gloria Ta¡azona Salazar coütra

la rcsolución de fojas 86, de 22 de febre¡o de 2017, expcdida por la Sala Civil de la
Corte Superior de Justicia de Huánuco, que declaró improcedente su demanda de

amparo.

FUNDAI\TIiNl'OS

Il¡ Ia scntencia emitida en el Dxpedicntc 00987-2014 I'A/TC, publicada en el dra¡ro
ofictd lil Peruano el 29 dc agosto de 2014, esle Tribunal cstablcció, en el

ñ¡ndalncnto ¿19, con carácter de precedente, quc sc cxpedirá sentencia interloculori¡
dcncgatoria, dictad¿ sin más hámite, se presente alguno de los siguientes supuestos,
que igualmente están contenidos cn el afículo 1l del Reglamento Nomativo dcl
'l ribunal Constituciorall

Lima, I5 de octubrc de 2018

I wcb institucional el 8 de enero de 2015 y el 19 de enero dc 2015,

(

a.i

b)

c)

Ca¡czca de lu¡damentación la supucsta \.tllneración que se invoqüe.
La cuestión dc Dcrecho contonida en el recurso no sea de especial
lrascende¡cia constifu cional.
I-a cucstión de Derecho invocada contradiga un preccdcnte. del Tribunal
Constitucional.
Se haya dccidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente igualcs.

ribunal Constitucional, en Ia sentencia rccaida cn cl Expediente 03538 2013
y en el auto dictado cn e1 Expcdicntc 01213-2013-P^/lC, publicaclos en el

slcctivamente. estableció que lratándose del cuestioDamicnto dc una ¡csolución
judicial, conloi¡ne a lo previsto en cl a¡ticulo 44 del Código Procesal
Constitucional, cl plazo para interponer la demanda de amparo veDce a los treint¿
(30) djas de notiñcada la resolución que se cuestiona o a los treinta (30) días de
notificada la resolución que ordena "se cumpla lo decidido", cuando corresponda
expedir esta.

3. tsn el presente caso, la recürente solicita la nulidad de la Casación 2511-2015, de 17

dc scticmbre dc 2015, expedida por la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de

Justicia de la Ilepública (fojas 3), que declaró improcedente su recurso contm Ia

sentcncia 384-2012, dc 19 de noviembre de 2012, que declaró fundada la demanda dc
divorcio por causal de separación de hecho seguido en su contra por don Saúl
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Baftolomé Rojas Zevallos. Sostieni] que Ia resolución judicial cuestionada l'ulnera sus

derechos al debido proceso y a la tutela procesal efectiva

Al respecto, esta Sala Scgunda del Tribunal Constitucional aprecia de autos qüe la

resoluiión que ordena el cúmplase lo ejecutoriado le fue notificada a la recuíente el

cl 19 de abril de 2016 (fojas 87); sin cmbargo, la dema¡da de amparo tue interpuesta

el 22 de junio de 2016, es decir, habiendo transcurrido en exceso el plazo legalmente

previsto para su i[terposición. Por ende, no corresponde emitir pronunciamiento de

lbndo en la presente causa.

5. Dn consecuencia, el presente rccurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo

prevista en el acápite c) del fundamento 49 de la sentencia emitida en cl Expediente

bOS¡f-U Ot¿-pelf'C y en el inciso c) del artículo 11 del Reglame¡to Nomativo del

Tribunal Constitucional. En tal sentido, colesponde declarar, sin más trámite,

improcedente el recurso de agravio constifucional.

Por estos ft¡ndamenlos, i-l Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la

Constitución Polífica del Pem, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña

Barre¡a, convocado para dirimir Ia discordia suscitada por el voto singular dl]l magishado

Fenero Costa,
Además, se incluye el i'undamento de voto del magistrado Espil1osa-Saldaña Barrera.

O17,PAi'IC

GLORIA TARAZONA SALAZAR

RESUEI,VE

Declarar IMPIiOCtrDENTE cl recurso dc agravio constitucional

Publiqucse y notiliquese

SS
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(

ce¡ti¡ico:
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NDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDANA
BARRERA

Coincido con lo aesuelto por mis colegas, pcro co¡rsidero que cabe, a partir de lo
resueltoJ precisar alguDas idcas sobre lo qüe debe considenrse como un caso

sustancialmente igual, a propósito de las sentencias interlocutoias emitidas por este

órgano colegiado en aplicación del precedente Vásquez Romcro.

Considero importante señálar que la identificación de lo que supone un "caso
sustancialmente igual" es un aspecto vital no solo para la ¡csolución de casos

concietos, sino también como pauta paÉ la prcdictibilidad de las decisiones
emitidas por este T¡ibunal. Y es que contar con una causal como esta, implica
una se¡ie de cargas tanto para los jueces como para los justiciables. Así, las
pañes deben presentar sus argüme[tos atendiendo a la jurisprudencia dcl
Tribunal, de modo que sus alegatos pcrnitan cstableccl claramente la discusión
iusfundamental planteada. Por parte de los jueces, más bien implica un deber de
guardar deferencia a la línea j urisprudencial imperante para los diversos temas.

2. Lo scñalado, lcjos dc apuntar a una potrificación dc la jurisprudencia, busca más

bien qüe esta sea estable y salvagxardar así el principio de igualdad en la
impartición de justicia. Queda claro que el apartamiento de determinada linea
jurisprudencial es posible, más ello debe realizaNe, naturalmente, de foma
razonada y motivada.

3. Frente a lo dicho, se requiere entonces que los criterios para aplicar la causal d)
dc la scntencia interlocutoria denegatoria, sean razonables. EI1 ese sentido, no
pueden scr criterios dcmasiado amplios al punto que no haya conexidad entre un
caso y otro qüe permita extrapolar sus consecuencias juridicas; y, por el
contmrio, tampoco pueden ser c terios que limiten los casos de tal fonna que no
pueda utilizarse la causal.

4. Por lo señalado, considero que como pauta general, el reconocimicnto de un
caso refcrcnte para el caso discutido, se sitúa principalmente en la ratio
decidendi del mismo, pues es prccisamcnte la igualdad en el razonamiento
jurídico lo que pemite establecer la analogía que habilita al Tribunal a dota¡ al
caso discutido de la misma consecuencia aplicada al referente.

5. Sin perjüicio de esta paüta o criterio general, crco que es posible ide[tilicar
algunos otios criterios que, sin llegar a la igualdad total, faculten a este Tribunal
a señalar que un caso es sustancialmente igual a uno anterior. Estos criterios, a

mi entender. debe dar:e en conjunto:

a Igualdad en los derechos invocados; en ambos casos se debe demandar la
afectación/amenaza de los mismos derechos firndameltales
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b. lgualdad en el acto lesivo; debe tratfise de actos lesivos homologables
(por ejemplo, resoluciones judiciales enhe si, actos administrativos entre
sí, actos d(] privados, (]tc.)

c. Igualdad en las razo¡es invocadas para el rcchazo; sea csta una de las
causales recogidas en el Código, si estamos hablando de improcedencia,
o, directamente las mzones de fondo para declarar infundada la demanda.

6. Por otro lado, y a mayor abundamiento, podemos enconfuar, ya en un serrtido
negativo, que, en principio, no son relevarrtes todos los elementos de un caso
para establecer Ia analogia. Entre ellos podemos nombrar: las personas
involuc¡adas en el proceso, el tiempo, el lugar, el género y las cantidades. Son
estos elementos quc, salvo circunstancias especiales, no interesan para establecer
si estamos f¡ente a un caso sustancialmente igual.

7. En definitiva considero que observando criterios como los aquí dcscritos, las
partes pucdco cstimar si una demanda de amparo, hábeas corpus, hábeas data o
cumplimiento, le corresponde el rechazo mediante una sentencia interlocutoria
denegatoria, en base a la causal d), sobre casos sustancialme[te iguales.
Lamentablemente, en mi opinión, eso no se ha producido en el presente caso.

8. Y es que, como bien pucde apreciarse, la ponencia señala que debe aplicarse la
causal d) del precedente Vásquez Rome¡o, pues se alega que nos elco[tramos
frente a un caso sustancialme¡te igual a los resueltos en los Expedientes 03538-
2013-PA/TC y 01213-2013-PA/TC, pues en estos casos la razón de la
improcedencia se encontraría en que, tratándose del cuestionamiento de una
resolución judicial, confome a lo prcvisto en el articulo 44 del Código Procesal
Constitucional, el plazo para interponer la dema[da de amparo vence a los 30
dias de notificada la resolüción que se cuestiona o a los 30 días de notificada la
resolución que ordena "se cumpla lo decidido", cuando coüesponda expedir esta
resolución.

9. Sin embargo, resulta claro quc no se ha cumplido con algunos de los requisitos
señalados en los pánafos 4 y 5 de este fundamento de voto para aplicar dicha
causal de improcedencia.

10. Así, del análisis del caso de autos, te[dremos que la respuesta, en realidad, viene
dada por el hecho de que el recürso into¡puesto no está referido a una cuestión
de De¡echo de especial trascendencia constitucional, toda vez que, del análisis
de autos, se adviefie que la ¡esolución que ordena cúmplase lo ojecutoriado le
fuc notificada al recurrente con fecha 19 de abril de 2016 (f. 87); sin embargo, la
demanda de amparo fue interpuesta el 22 de junio de 2016, es decir, habiendo
tmnscuÍido en exceso ol plazo legalmente previsto para su interposición.
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I 1. En consecuencia, sc verifica que el presente recurso de agravio ha incu¡rido en

la causal dc rochazo p¡evista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia

emitida en el Expedientc 00987-2014-P'TC y en el inciso b) dcl articulo l1 del

Reglamento No¡mativo del Tribunal Constitucional. Por esta mzón, correspolde
declarar, sin más trámite, improcedente cl recurso de agravio constitucional

OT

S.

\
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Con la potestad que me oto¡ga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colega magishado, emito el presente voto singular, para expresar respetr¡osamente

que disienlo del precedente vinculante establecido en la Sentencia 0098'l-2014-PAlTC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL COMO CORTE DE REVISIÓN O FALLO Y NO DE

CASACIÓN

I-a Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como

inst¿ncia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por pdmera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad hoc, independlente del Poder

Judicial, con la ta¡ea de garantiza¡ la supremacía co¡stitucional y Ia vigencia plena

de los derechos l'undamentales.

2. La Ley Fundamcntal de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías

Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisd icción
en todo el terito¡io nacional para conocer, en úd de casac¡ón, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no

constituia una instancia habilitada para fallar en forma dcfinitiva sobre la causa. Es

dccir, no se pronurciaba sobrc los hechos invocados como amenaza o lesión a los

derechos reconocidos en la Constitución.

3. En ese senfido, la Ley 23385, Ley orgánica del Tribunal de Gamntias

Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que

dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha

aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios p¡ocesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señala¡ la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo 1állo siguiendo sus line¿u¡iertos,
proccdimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constituciolúles
mencionados.

4. El modelo de tutela ante ame¡azas y vulneración de de¡echos fue se amente

modiñcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabct, hdbeas corpus, añparc, habeds datq
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constilucionalidad, aun cuando la Conslitución lo
caliilca eróncamente como "órgaDo de control de la Constitución"- No obstante, en

llililItilxililfl| llilil
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
'l'ribunal Constitucional es instarcia de ¡cvisión o fallo.

5. Cabe señalar que Ia Constitución Política del Perú, en su articulo 202, inciso 2,

prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en últiln.t y
definitit)a ¡nsta cid, las resolucio es denegalorías diclatdas en los procesos de

hdbeds corpus, amparo, habeas tlata y acción de cutnplit iento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de ftanca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos dc quien se

esfima ame¡azado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa

contravendría mandatos esenciales de Ia Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la observancia del debido proceso y tulela

iurisdiccional. N¡nguna persona puede sel desúada de ld jutisd¡cción
predeterminada por la ley, ni somelida a procedimíento distinto de los prcúamente
establecidos, ni juzga&t por ótga os jtcisdiccionales de excepción ni p,'r
comisiones especiales creadas al efecto cudlquiera sea su denominaciófi",
consagrada en el aficulo 139, inciso 3.

6. Como se advieÍe, a diferencia de lo que acontece en otros paÍses, en los cuales el

acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la via del cerlioklr¡
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano sup¡emo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libe¡tad cu¿urdo el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palab.as, si lo que

está en discusión es la supuesta alnenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir la vía corespondiente para que el TribLrnal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esla vía solo se produce si se permite al
peticionante colabora¡ con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado

analisis de lo que se prelende. de lo que se invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su de¡ccho
irre[unciab]e a la defensa: además, un Tribunal Constitucional constituye el más

efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
a¡bit¡ariedad.

I til ilillilllllill llllll
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EL DERECHo a sER oÍDo coMo NrANrFEsrACróN DE LA DEMoCRATIZACIóN DE Los
PRocESos Co¡.,srlrucloNALtrs DB LA LTBERTAD

8. La administración de justicia constitucional de la libedad que brinda el 'l'ribunal

Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como coffesponde, del derecho de

\YIYI
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defersa inherente a toda persona, cuya manifestación prima a es el derecho a ser

oido co¡ todas las debidas garantías al interior de cualquier p¡oceso en el cual se

determinen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
si¡ realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cua¡do el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera esc ta y
o¡al, los a¡gumentos pertinentes, concretiíndose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la irtervenciól de las partes, cotesponde señalar que, en tanto que la
poteslad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el

Estado ostenta sobre las personas, su e.jercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I 1. Cabe añadir que la paúicipación directa de las partes, en defensa de sus iütereses,

que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que

democratiza el proceso. De lo contrado, se decidiría sobre la esfera de interés de

una pcrsoDa sin permitirle alegar lo correspondielte a su favor, 1o que resuitaría
excluyente y antidemocrático. Además, el TribuDal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso co[creto, las razones, los motivos y los
argr¡mentos que justifican sus decisiones, po¡que el T¡ibunal Constitucional se

legitima no por ser u¡1 triburral de justicia, sino por la justicia de sus .azones! por
expresar de modo suñciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada

caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interame cana de De¡echos Humanos ha establecido que el

derecho de defensa "obl¡ga dl Esfado a tratar al indfiiduo en to¡lo momefito como
un veraladero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no

sitúplemente como objeto del mí.smo"t,y qre "paru que exista debido proceso legal
es precíso que un just¡cídble pueda hacer raler sus derechos y defender sus

intcrcses (n^lor¡no efectivo y en condiciones de igualdad procesal con otros
tusti, iuble['' .

I Corte IDH. Caso Baraeto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
pá'rafo 29.
t Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, pánafo 146.
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NATURAT,EZA PRocESAL DIL RECURSo DE AGRAvIo CoNsrtrucfoNAL

13. El modelo de "instancia de 1állo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su refomador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada

"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el T bunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recaliñca¡" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los afiículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el

Tribunal Constitucional no "concede" el recuIso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le conesponde es conocer del
R-AC y pronunciarse sobre el lbndo. Por e¡de, no le ha sido dada la competencia de

¡echazar dicho recursoi sino por el contrarjo de "conocer" lo que la parte alega
conr,,, un agravio que le causa indelen.ión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos pa¡a su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,

identiñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en a¡bitrario, toda vez que se podria
afectar, entre otros, el derecho fundamentai de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de prcdictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes

tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su

respcctiva demanda.

17. Por lo demás, /rrtLltis mutandís, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987 -2014-P NTC repite lo señalado por el lribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PFIC/TC). Del mismo modo, constitüye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionaies de la libc¡tad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cieto, etc.).

i8. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libe¿ad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un

motivo pam que se pueda desvirtuar la esencia p ncipal del recu¡so de agravio

conslitucionai.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en scde constitucional representa la
última posibilidad para proteger y repara¡ los derechos fundamentales de los

agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la

vista, Io que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
deñnitiva, sea la adecuada para pode¡ escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando Ío encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía coflstitucional, al justiciable

solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de p¡otección de derechos

humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defeÍsa total de la Constitución, pl¡es si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho

cstá defendiendo el de los demás y el de la comunidad quc ¡esulta oprimida o

envilecida sil1 la protección judicial auténtica".
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